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Introducción

En la reforma procesal penal, en que se propone una total reformulación de parte significativa de la justicia criminal, una de las materias más importante es la referida a la reestructuración de la orgánica procesal, en ella se plantea la creación de todo un nuevo andamiaje jurídico que corresponde operar a nuevos actores desconocidos, hasta ahora, en nuestro medio. Uno de los más importantes, es, sin duda, el Ministerio Público (desde aquí en adelante, se utilizará la abreviatura M.P.). 

A este órgano en la nueva legislación se le concibe como el sujeto procesal al que corresponde dirigir la investigación representando en ésta los intereses colectivos, o dicho de otra manera, le corresponde llevar adelante, a nombre de la colectividad, la persecución criminal. Ello vendrá a solucionar notables problemas estructurales de que adolece nuestro sistema aún vigente, y, principalmente, el que se refiere a la concentración de funciones y los vicios que de ésta emanan, como es la pérdida de imparcialidad del órgano juzgador que se contamina con la investigación que también asume.

Por la importancia obvia de este actor en la futura legislación procesal penal, nos hemos decidido presentar un bosquejo sobre la materia. En esta síntesis explicativa que se presenta sobre el M.P., nos referiremos especialmente a su naturaleza y orgánica, y a grandes rasgos, a sus aspectos funcionales. Para ello trabajaremos a la luz de la reforma constitucional, a la Ley Orgánica del M.P. y al Proyecto de Código Procesal Penal que se encuentra en segundo trámite constitucional en el Senado de la República, en complemento con los mensajes presidenciales de los proyectos referidos y algunos estudios doctrinarios. 

I.- Naturaleza jurídica y ubicación institucional

Lo primero que se debe tratar es el tema de la naturaleza orgánico jurídica del M.P. Por lo demás es el primer problema que se plantea al legislador. En este sentido se debió decidir entre crear un M.P.- que la propia constitución eleva a rango constitucional mediante la ley de reforma constitucional nº 19.519- como poseedor de personalidad jurídica al igual que otras importantes instituciones de rango constitucional (v. gr. el Banco Central) u optar por la creación de un mero organismo, sin personalidad ni patrimonio, sin perjuicio de que ello no signifique falta de autonomía del mismo. 

Tanto la Constitución Política como la LOC del M.P., optan por dar la calidad de organismo al M.P. (desechando tratarlo como persona jurídica con patrimonio propio. Sin embargo el Proyecto original del ejecutivo, le otorgaba patrimonio propio), lo que tendrá algunas repercusiones que veremos.

El artículo  80 A de la C.P.R. y 1° de la LOC, se refieren a la naturaleza del M. P., indicando que es un “organismo” (el Proyecto no utiliza la expresión ente u otra semejante)
. Esta nomenclatura utilizada por el legislador nos permite concluir como primera afirmación que este organismo no es una persona jurídica de derecho público - en cuanto no utiliza esta denominación u otra equivalente, que pueda expresar la creación de una persona jurídica que forme parte de la administración descentralizada del Estado. Por el contrario, la utilización de la denominación organismo es la más apropiada para expresar la creación de un mero órgano carente de personalidad, lo que no quiere decir que éste no pueda ser concebido como un organismo autónomo, independiente.

En lo que se refiere a su autonomía, que en la especie se formula como la ubicación institucional del M.P., se le ha concebido, en doctrina, desde la perspectiva de dependencia o independencia externa, como un organismo que se puede insertar en sistemas diversos: 

a)  incorporado dentro del poder ejecutivo, en cuyo caso el presidente o jefe de gobierno tiene un poder decisivo en la conducción del organismo, mediante su intervención directa en el nombramiento de su autoridad máxima y en la destitución de él, y aún más, en el nombramiento y destitución de los demás fiscales. 

Se critica fuertemente este sistema porque significa per se la pérdida de independencia y falta de la necesaria autonomía funcional, lo que lleva, sin duda, a un deterioro de la objetividad del M.P., entendida ésta como la obligación ministerial de ejercer sus funciones y atribuciones de dirección de la investigación y titularidad de la acción penal dentro del proceso en forma desinteresada, sólo en pos de obtener la mejor actuación de la ley y la justicia. Es decir, sin tener en cuenta otros criterios ajenos a su finalidad específica.  

Perfecto Andrés Ibáñez es muy claro al referirse a la conexión que existe entre independencia y objetividad en el ejercicio de las funciones ministeriales, de tal modo que es imposible concebir a un M.P. inserto dentro de la esfera de influencia del poder ejecutivo y soñarlo, a la vez, autónomo. Para ilustrar esta afirmación se vale de Ibáñez y García-Velasco que señala: “No es posible que el M.F. sea un órgano jerarquizado dentro de la administración del estado y al mismo tiempo defienda y dependa sólo de la ley. Es cierto que los intereses y los fines del ejecutivo coinciden normalmente con las prescripciones legales, pero no es imposible la postura de su disidencia que imposibilitaría el cumplimiento de su misión de fiscal”
. Y cuál es esa misión. Más adelante Perfecto Andrés Ibáñez da la respuesta “Efectivamente, M.F. frente al hecho que pudiera ser delictivo, debe operar de forma desinteresada (desinteresada de cualquier otro interés que no sea el expresado en la ley: la averiguación de la verdad, conforme a determinadas reglas), contribuyendo con objetividad a la reconstrucción de aquél
. 

Andrés Montes, por su parte, destaca el inconveniente de la falta de control jurisdiccional, que se presenta en la práctica, de las importantes facultades que se le atribuyen al M.P. y el peligro de intrumentalización política, lo que conllevaría la distorsión de la política criminal
. 

Todo lo cual es más grave aun cuando la inserción del M.P. se intenta dentro del ejecutivo en un sistema de gobierno presidencialista
.

b)
inserto dentro del poder judicial. Este sistema fue el utilizado en el diseño del Ministerio Público que aún tiene Chile (aunque pervive desde el año 1.927 absolutamente jibarizado). En este caso se dice que el ministerio se supedita a la función jurisdiccional y se piensa que eso lleva a que se produzca una suerte de judicialización y burocratización del ejercicio de las funciones del M.P.

Además coincidiendo con Montes creemos que la opción de incardinar al M.P. en el poder judicial es contrario al sistema acusatorio, pues supone confundir tareas que en su esencia tienen notables diferencias y que por tanto se hallan claramente separadas, implica confundir lo que se denomina la magistratura requirente a cargo del M.P. con la magistratura decisoria que es la judicatura
. 

Ello por lo demás tendería a generar una cierta uniformidad de criterios, perdiéndose la autonomía del M.P. en el ejercicio de sus funciones, pues quedaría sujeto a la subordinación jerárquica de la superioridad del poder judicial y todo lo que eso conlleva en el plano disciplinario y de proyecciones profesionales.  

c)
Una tercera posibilidad es la inserción del M.P. en el poder legislativo. Esta posibilidad es la menos atractiva. La verdad es que tiene el serio inconveniente que la función legislativa se desarrolla en la contingencia política, cuestión que hace temer que ejerza su influjo contaminador al desempeño del M.P. Otra razón en contra es la que “consiste en la imposibilidad de garantizar, por la esencia eminentemente deliberativa de esa función del Estado, el establecimiento de un criterio unitario y coherente en la formulación de políticas de persecución penal”

d)
por último, puede entenderse y diseñarse el M.P., como un órgano independiente de los poderes del estado, es decir, un órgano que no responda ante algunos de los poderes en calidad de ente subordinado jerárquicamente. 

Se piensa que el punto crucial sobre la autonomía es el referido al nombramiento de la máxima autoridad de la institución y su cuerpo de fiscales, señalando que el ideal es que se opte por un sistema de nombramiento en que concurran todos los poderes del estado (mixto), cosa que además garantizaría su representatividad
.

En la C.P.R. y en la LOC, se ha optado por este último sistema. En efecto, el M.P., si bien es órgano del Estado y, por tanto forma parte de la administración del Estado, no se articula en el interior de ninguno de los poderes clásicos en que se ha entendido dividido el Estado (en razón de su calidad de autónomo). Más bien se ubica en el interior del sistema de distribución de competencias del Estado, las que desarrolla con autonomía e independencia de los poderes públicos. Este es el esquema general consagrado en la Constitución del 80, que determina ciertas funciones, distribuyendo las competencias entre distintos órganos, separándose de la tradicional doctrina de la división de poderes
.

Es por ello que se ha dicho que su situación es análoga a la del Tribunal Constitucional. En cambio no es comparable a la del Banco Central, Contraloría General de la República o a las Municipalidades, porque éstos son órganos autónomos sólo de la Administración del Estado
. 

I.a. Naturaleza de sus funciones

Un Primer enfoque para el tema de la función es el que se relaciona con la forma de gobierno y la forma de ejercicio del poder punitivo en un estado determinado, es decir, de qué manera se elabora una forma de persecución criminal por un órgano que lleve adelante la pretensión punitiva del estado que concuerde con el sistema de gobierno que se ha dado ese estado. Ello nos lleva a plantearnos la necesariedad del M.P. dentro de un Estado de Derecho democrático y republicano.

Parece lógico pensar que si el poder punitivo es emanación directa de la soberanía del pueblo, se deba ejercer en concordancia con la forma de ejercicio del poder que se ha dado la sociedad, esto es, si una sociedad se decide por el ejercicio republicano y democrático del poder no se puede ordenar el ejercicio del poder punitivo (como subproducto del poder del estado) de una forma abiertamente antirepublicana y antidemocrática. La existencia de un Ministerio Público es crucial en esta concepción. Por ejemplo, según la propia exposición de Motivos del Código de Procedimiento Penal Para Iberoamérica, la existencia de M.P. obedece a una exigencia del sistema republicano de gobierno, en cuanto órgano encargado de perseguir penalmente y que por tanto, impide la concentración de las funciones del juez inquisidor, en el sentido de ser, el sistema inquisitorial, esencialmente contrario a las más mínimas garantías que se suponen existen en esta forma de gobierno: “No es consecuente con esta idea la entrega de ambas funciones - la de requerir y la de decidir -, durante el procedimiento preparatorio, a un inquisidor, a un sólo órgano estatal encargado  de cumplir las dos tareas...En efecto, no es susceptible de ser pensado que una misma persona se transforme en un investigador eficiente, y al mismo tiempo, en un guardián celoso de la seguridad individual; el buen inquisidor mata al buen juez o, por el contrario, el buen juez destierra al inquisidor”
.

En cuanto a la naturaleza de sus funciones, se ha concebido al M.P. como un órgano del Estado que en primer lugar y como función genérica, contribuye o concurre a la determinación de los criterios de la política criminal o de persecución criminal dentro del Estado, a la luz de los principios orientadores del sistema penal
, y que se vincula a tópicos tan decisivos de la justicia criminal como el de mínima intervención y los criterios de selectividad
. Es decir, el M.P. debe intervenir decisivamente en la elaboración de la política que determina la medida y extensión del ejercicio del poder punitivo del Estado. 

Ya, en términos específicos y para la realización de esta política criminal, al M.P. le corresponde, en consecuencia, representar los intereses colectivos, mediante el ejercicio de sus facultades de dirección de la investigación, de titularidad y sustento de la acción penal. 

Sin embargo, la representatividad del interés colectivo en la persecución debe ser entendida, estimamos, en el sentido que lo desarrollan algunos autores entre los cuales se cuentan Albin Eser, Cafferata Nores, Bustos y Larrauri, esto es, en un sentido concreto comprensivo además de los intereses de los individuos que la componen y que se ven afectados e involucrados en el conflicto penal y que de algún modo exige el replanteamiento de ciertos temas, v.gr. el monopolio de la acción penal o el de la alternatividad
 y no como aquel interés ajeno y abstracto, ese supuesto interés de todos y que a la larga es de nadie y que poco o nada tiene que ver con el interés del ciudadano medio afectado.

Parece ser que la tendencia hoy es dar un mayor espacio a formas de persecución penal como forma de representar el interés social o colectivo con una mayor concreción en el caso particular, es decir, intentar ver el conflicto penal desde la perspectiva del sujeto específicamente involucrado.

I.b. Calidad de parte sui generis
En lo que dice relación con su calidad en el procedimiento y su vinculación con los otros intervinientes en el proceso penal, se puede afirmar que es sujeto procesal y aún más, que es parte formal del proceso penal, tanto en cuanto sustenta una posición opuesta a la del imputado y ejerce la acción penal (incluso en algunas legislaciones en forma monopólica), pero sólo formal y no material como el imputado, en cuanto carece de interés parcial particular o privado. Su falta de interés parcial como simple particular, queda claro con la norma prevista en la mayoría de las legislaciones, que le impone al Ministerio Público, proceder en la dirección de la investigación bajo el principio de objetividad. En chile esta norma se encuentra en la CPR en el artículo 80 A, en la LOC en el artículo 3 y en el Proyecto de CPP en el artículo 94
-
. Esta obligación (o exigencia), según hemos dicho, demuestra que el M.P. no es una parcialidad cualquiera, privada, sino antes bien una parcialidad que encarna a la colectividad, al Estado, y que exige entonces que sea el fiel reflejo de la máxima probidad y virtud cívica en el ejercicio de sus atribuciones y en el cumplimiento de sus deberes, estándar o criterio que no se puede demandar al simple ciudadano particular.

II. Normativa a que se encuentra sometido el M.P.

La materia quedó bastante clara en el Informe de la Comisión de la Cámara, en orden a que el M.P., está sometido sólo a la Constitución, su LOC y las normas internas que se dicten a futuro por el Fiscal Nacional. En lo relativo a las relaciones funcionarias, se regularían por las normas contenidas en su LOC, los reglamentos dictados conforme a ella; ciertas normas del estatuto administrativo y del Código del Trabajo, supletoriamente, por remisión de aquélla (artículo 66) y también por la ley 19.345 que ordena la aplicación de la ley de 16.744 sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, a los trabajadores del sector público. 

Es necesario indicar que las normas del Código del Trabajo aplicadas a funcionarios públicos adquieren la calidad de Estatuto Administrativo, en razón de la propia naturaleza de las funciones a que es aplicado.

III. Funciones del M.P.

Al  M.P. le corresponde, ejercer las siguientes funciones (Artículo 80 A de la C.P.R., 1 de la LOC y 93 y 95 del proyecto de C.P.P)
: 

a)  Dirigir la investigación de los hechos constitutivos de delito y los que determinen la participación culpable.

b)  Ejercer la acción penal.

c)  Adopción de medidas para proteger a víctimas y testigos.

d)
Informar a la víctima de sus derechos.

III.a. Principios que informan las actuaciones del M.P.

Las actuaciones, que es la forma como se concretan las funciones legalmente consagradas, en el caso del M.P., deben adecuarse a ciertos principios básicos, contenidos en la LOC y Proyecto de C.P.P. en discusión parlamentaria; a saber:

a).- Principio de la objetividad. Consiste en que el M.P.(sus fiscales), en el ejercicio de sus facultades de dirección de la persecución criminal, en la realización de sus actos, deberán adecuarse a un criterio objetivo, velando únicamente por la correcta aplicación del derecho
. Se les impone, en consecuencia, la obligación de investigar con igual celo, no sólo los antecedentes que permitan sustentar la tesis de persecución, sino también, los antecedentes que permitan apoyar la defensa del imputado.
 Tal normativa se halla prevista en el artículo 80 A de la CPR, 3 de la LOC y 94 del Proyecto de C.P.P., y que viene a ser la norma equivalente al art. 69 del Código Modelo para Iberoamérica que contiene el principio de objetividad y que se tuvo presente en la redacción las mencionado disposiciones de la CPR (art.80A) de la LOC (art. 3) y el Proyecto de CPP (art. 94) del futuro C.P.P. 

De otra parte, cabe hacer notar que la disposición del artículo 109 del actual CPP, que consagra el principio de imparcialidad aplicable a los jueces, si bien fue considerada
 al momento de dar forma a la objetividad, no significan lo mismo, por el contrario, hay una gran diferencia que consiste esencialemente en que la imparcialidad que se exige a los jueces no se les puede demandar a los fiscales, en tanto se les considere partes en el proceso penal, como sucede con el C.P.P.  Pero, a su vez es necesario dejar en claro que tanto la objetividad de los fiscales como la imparcialidad de los jueces, tienen en común, que son principios que se aplican a funcionarios públicos y que demandan de ellos la máxima probidad y buena fe en el desempeño de sus funciones, para la consecución de la actuación del derecho y del imperio del Estado de Derecho, erradicando la posibilidad y la legitimidad de actuar como simples ciudadanos.
Este principio, por lo demás, tendrá una clara protección en la ley penal. En efecto, en el Proyecto de ley adecuatorio de las normas del C.P.P. y LOC del M.P., se contempla la incorporación del artículo 247 bis del Código Penal, que amplia el delito de cohecho ya previsto en el artículo 248, el que será con la incorporación, aplicable también, al fiscal, que por promesa o dádiva hiciere o dejare de hacer algún acto debido, propio de sus funciones. 

Un acto propio de sus funciones será investigar con objetividad, es decir, teniendo siempre como fin la persecución penal dentro de la correcta aplicación del derecho y todo lo que ello implica, según se desprende del texto del artículo 94 del futuro C.P.P. En consecuencia, si por promesa o dádiva se dejare de investigar de la forma que le manda el legislador incurriría en el tipo penal de cohecho.

Del mismo modo hay que entender, además, la incorporación del artículo 269 bis del Código Penal, que vendrá en ampliar el delito de obstrucción a la justicia ya previsto en el artículo 269 bis y que sancionará al fiscal que ocultare, alterare o intencionalmente destruyere cualquier antecedente, objeto o documento, que permita establecer la existencia o ausencia de un delito, la participación punible en él o que pueda servir para la determinación de la pena
.

b).- El principio de oportunidad. En el nuevo proceso penal, el principio de legalidad, que impone la necesidad de perseguir todas y cada una de las conductas delictuales, es morigerado por la aplicación del principio de oportunidad, que permite que el fiscal pueda no iniciar una persecución criminal o abandonar la ya iniciada, sustituyéndose la decisión de  persecución que toma el legislador, por la del fiscal, adecuándose, eso sí, a los criterios impuestos por la ley para el ejercicio de la facultad. Lo dicho se recepciona en el artículo 244 del Proyecto de C.P.P. 

c).- El principio de legalidad. Sin embargo lo anteriormente expuesto, la legalidad como principio que rige las actuaciones del M.P. sigue siendo más gravitante, pues es la regla de aplicación general, teniendo además una aplicación que alcanza al sistema procesal penal en su globalidad. Se recoge con mucha fuerza en el artículo 240 del proyecto de C.P.P.

d).- El principio de responsabilidad. La consagración de este principio a lo largo de toda la legislación que regula la normativa aplicable al M.P., permite obtener y concretar el equilibrio necesario a las importantes competencias, atribuciones y facultades que ésta detenta. La fórmula es concebir a los fiscales del M.P. como responsables, en el ejercicio de sus funciones, en el ámbito civil, penal y disciplinario
.  
IV. Estructura orgánica del M.P.
El M.P. se estructura de la siguiente forma: un Fiscal Nacional, que es la autoridad superior y que le corresponde la dirección máxima en orden a determinar cuáles serán los criterios de actuación para el cumplimiento de sus objetivos y la forma de organización y desempeño a través de sus facultades instructivas (Artículo 17 letra A de la LOC).  

Y, además, en su calidad de jefe superior del M.P (el artículo 80 de la C.P.R. y 1 de la LOC del M.P., lo consagran como un organismo jerarquizado) le corresponde la Superintendencia directiva, correccional y conservadora del organismo (Artículo 80 I C.P.R ).

Dentro de la Fiscalía Nacional, para el cumplimiento de sus tareas, existirán unidades administrativas, organizadas y supervisadas por un Director Ejecutivo Nacional. Estas unidades se denominan divisiones, y  son : La División de Evaluación, Control de la Gestión y Desarrollo, División de Contraloría Interna, División de Recursos Humanos, División de Administración y Finanzas, División de Informática y División de Atención a las Víctimas y Testigos. Tanto el Director Ejecutivo como los jefes de unidades serán funcionarios de exclusiva confianza del Fiscal Nacional. Las fiscalías regionales cuentan también con una estructura análoga. Tienen un Director Ejecutivo Regional a cargo de un Gerente, que dirige las mismas unidades que existen a nivel nacional, salvo la de Contraloría (artículos 20 y 34 de la de LOC).

Luego bajo el Fiscal Nacional tenemos a los fiscales regionales, que son los que tienen a su cargo un territorio regional y serán los responsables jurídicos de las causas. Habrá dieciséis fiscales regionales. Uno por región, salvo en la metropolitana en donde habrá cuatro. Luego están los fiscales adjuntos que trabajarán organizados en fiscalías locales. Su asignación territorial dentro de la región será materia de decisión del Fiscal Nacional a petición del Fiscal Regional correspondiente - La idea es que en cada comuna exista al menos un fiscal adjunto, en la actualidad Chile tiene trescientas treinta y cuatro comunas en todo el país. Este esquema dará una mayor flexibilidad y mejor adecuación a las necesidades fluctuantes de persecución criminal
.

En el último escalón jerárquico y bajo la subordinación de los fiscales regionales, se halla a los fiscales adjuntos que son los que llevan materialmente la dirección de la investigación criminal auxiliados por la policía. 

También se prevé, pero como un órgano meramente consultivo, la existencia de un Consejo General, que cumple las funciones de órgano asesor en diversas materias  (Consejo asesor), conformado por el Fiscal Nacional que lo preside y todos los fiscales regionales. Tiene sólo funciones consultivas, en algunas materias de relevancia, como la creación de Comisiones especializadas para la persecución de ciertos delitos, determinar criterios sobre recursos humanos, y la más importante, en la fijación de los criterios de actuación. En todos estos casos el Fiscal Nacional está obligado a consultar (oír, en su caso) al Consejo General (Artículo 25, en concordancia con el artículo 17 letra a, b y c de la LOC). 

Ésta es la estructura contemplada en la Constitución Política de la República y en la LOC, pero además, el artículo 17 de la LOC letra c, permite la creación por parte del Fiscal Nacional, previo informe del Consejo General, de unidades especializadas para la persecución de delitos determinados.

IV.a. Fiscal Nacional. Requisitos del cargo, funciones y responsabilidades

El Fiscal Nacional es nombrado por el Presidente de la República, de entre una quina propuesta por la Corte Suprema, con el acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio(Artículo 80 C de la C.P.R. y 15 de la LOC).

1.- Los requisitos para ser nombrado Fiscal Nacional, son:

a).- Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio
.

b).- Tener a lo menos diez años de título de abogado.

c).- Haber cumplido cuarenta años de edad.

d).- No encontrarse sujeto a alguna de las incapacidades e incompatibilidades previstas    

en la LOC (artículos 80 C de la C.P.R. y  14 de la LOC).

2.- Funciones (atribuciones)

Las funciones del Fiscal Nacional se encuentran detalladas en el artículo 17 (y 18 que establece excepción). Son las siguientes:

a).- Fijar criterios de actuación para cumplimiento de objetivos del M.P
.

b).- Ejercer la Potestad Reglamentaria, de conformidad a la LOC.

c).- Fijar criterios sobre recursos humanos, remuneración, de gastos, de planificación, administración y finanzas.

d).- Crear, previo informe del Consejo General, unidades especializadas para persecución de ciertos delitos.

e).- Controlar funcionamiento de los fiscales regionales.

f).- Dictar reglamentos que correspondan en virtud de superintendencias que se consagran en la Constitución.

g).- Rendir cuenta anual en el mes de abril, en audiencia pública.

h).- Nombrar y solicitar la remoción de los fiscales regionales, de acuerdo con la Constitución y las leyes.

i).-  Resolver dificultades entre fiscales regionales. 

j).-  Controlar funcionamiento administrativo de fiscalías regionales.

k).- Administrar recursos asignados al M.P.

L).- Solicitar en comisión de servicio a funcionarios de cualquier órgano de la  

Administración del Estado, para que participen en la actividades propias del M.P.

n).- Asumir directamente de oficio, excepcionalmente, la persecución penal de ciertos hechos, en razón de la investidura de las personas, siempre que se haga necesario para mantener la absoluta independencia y autonomía.

ñ).- Otras que la ley señale.

3. Responsabilidades

El Fiscal Nacional sólo tiene responsabilidad civil y penal, según se concluye de la lectura del artículo 48
. No tiene responsabilidad disciplinaria, en atención a la naturaleza autónoma del M.P. Es decir, no tiene una autoridad sobre él a la que deba responder como funcionario público. 

Sin embargo, ello no obsta a lo dispuesto en el artículo 80 G de la C.P.R. y 53 de la LOC, que consagran el mecanismo de remoción del Fiscal nacional y de los fiscales regionales, por la Corte Suprema con un quórum de los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio, a requerimiento del Presidente de la República, de la Cámara de diputados o de diez de sus miembros. Las causales de remoción son : a) por incapacidad ; b) mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones. 

Este procedimiento se inicia con la solicitud de remoción que deberá ser específica en cuanto a los hechos. Se deben indicar con precisión los hechos que configuren la causal invocada y además se deben acompañar u ofrecer, según sea el caso, los medios de prueba en que se fundare. La sanción al incumplimiento de estos requisitos de la solicitud de remoción es la declaración de inadmisibilidad en cuenta por parte del pleno de la Corte Suprema.   

Si cumple con estos requisitos, será admitida a tramitación y el Presidente de la Corte dará traslado al fiscal inculpado el que deberá evacuarlo dentro del plazo de 8 días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, que le será remitido por la vía que resulte más expedita.

Evacuado el traslado o vencido el plazo para ello, el Presidente de la Corte citará a una audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el Ministro ante el cual deberá rendirse la prueba; efectuadas las diligencias o vencidos los plazos sin que se hubiere evacuado, ordenará traer los autos en relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. 

La Corte Suprema podrá decretar medidas para mejor resolver sólo una vez terminada la vista de la causa.

Cualquiera de las partes puede comparecer ante la Corte, hasta antes de la vista de la causa.

Este procedimiento, como se ve, asegura apropiadamente el debido proceso, pues se afinca en la bilateralidad de la audiencia y en el reconocimiento de la defensa y del derecho a la prueba.

En cuanto a la responsabilidad penal, se señala en el artículo 46 de la LOC, la regla aplicable a todos los fiscales (incluido el Fiscal Nacional), de que una vez presentada una denuncia por presunta responsabilidad en un hecho punible o aparezcan antecedentes que lo señalen como partícipe en un delito, corresponderá  dirigir las actuaciones del procedimiento a determinados fiscales señalados por la disposición según sea el fiscal denunciado. En la hipótesis de que el denunciado sea el Fiscal Nacional, le corresponderá al fiscal regional que se designe por sorteo, en sesión del Consejo General, la que será especialmente convocada y presidida por el fiscal regional más antiguo, conforme lo ordena la letra a del artículo 46.

Por último para la responsabilidad civil, no se prevén normas especiales, de modo que quedaría íntegramente sujeto a la normativa ordinaria, salvo la del artículo 5 de la LOC, que consagra la acción indemnizatoria por las conductas erróneas o arbitrarias del M.P. Pero establece que es el Estado el responsable de estas actuaciones frente al sujeto que sufre el daño. Sin perjuicio de la responsabilidad solidaria del fiscal o funcionario por las actuaciones. Y en caso de que haya mediado dolo o culpa grave por el funcionario, el Estado tendrá derecho a repetir en su contra.

Para el ejercicio de esta acción se establece un plazo de prescripción de 4 años.

Esta acción es la misma que establece la Constitución Política en el artículo 19 Nº 3, letra I, para el caso de ciertas resoluciones judiciales, pero con algunas diferencias importantes. Primero, en el caso de la acción constitucional se requiere que en una causa que se ha dictado auto de procesamiento o sentencia definitiva, se haya dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, según el caso, y la resolución sea declarada por la Corte Suprema como injustificadamente errónea o arbitraria, en cambio la LOC no exige que el error sea injustificado ni la declaración del mismo por la Corte Suprema, de modo que el asunto quedaría entregado a los juzgados de letras con competencia civil. Segundo, en la acción constitucional se prevé un procedimiento breve y sumario y en donde la prueba se aprecia en conciencia, para la determinación de la indemnización. La LOC, por el contrario no lo somete a ningún procedimiento especial, de modo que nuevamente debemos concluir que se aplican las normas generales. Tercero, la acción constitucional señala expresamente que se indemnizan los daños patrimoniales y morales. La LOC nada dice al respecto, pero aquí se debe concluir que también la indemnización incluye ambos daños, pues no se hace ninguna exclusión.    

IV.b. Los Fiscales Regionales. Requisitos, funciones y responsabilidades

Los Fiscales Regionales serán nombrados por el Fiscal Nacional de entre una terna propuesta por la Corte de Apelaciones respectiva la que deberá convocar a concurso público para la confección de la nómina. En el caso de que en la región exista más de una Corte se confeccionará la terna en un pleno de todas las Cortes que será convocado por el Presidente de la más antigua (Artículos 80 D de la C.P.R. y 29 de LOC).

1.- Los requisitos para ser nombrado Fiscal Regional, son (Artículos 80 D de la C.P.R. y 31de la LOC):

a).- Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio.

b).- Tener a lo menos cinco años de título de abogado.

c).- Haber cumplido treinta años de edad.

d).- No estar sujeto a algunas de las incapacidades previstas en la LOC.
2. Funciones (atribuciones)
A los Fiscales Regionales les corresponde el ejercicio de las funciones y atribuciones del M.P. dentro de la región o parte de la región que corresponde a su fiscalía, por sí o por medio de los fiscales adjuntos (Artículo 27 de la LOC).

Las funciones específicas se hallan previstas en el artículo 32, 33, 35 y 36. Son las siguientes:

a).- Dictar  normas e instrucciones necesarias para la organización y funcionamiento de la Fiscalía Regional y para el adecuado desempeño de los fiscales adjuntos, en los casos que debieren intervenir.

b).- conocer y resolver, en los casos previstos por la ley procesal penal, las reclamaciones que cualquier interviniente en un procedimiento formulare respecto de la actuación de un fiscal adjunto que se desempeñe en la Fiscalía Regional a su cargo.

c).- Supervisar el buen funcionamiento administrativo de la fiscalía regional y de las oficinas locales.

d).- Velar por el eficaz desempeño del personal a su cargo y de la adecuada administración del presupuesto.

e).- Comunicar al Fiscal Nacional las necesidades presupuestarias de la Fiscalía Regional y de las oficinas locales que de ella dependan. 

f).- Proponer al Fiscal Nacional la ubicación de las fiscalías locales y distribución en cada una de ellas de los fiscales adjuntos y los funcionarios.

g).- Disponer las medidas que faciliten y aseguren el acceso expedito a la Fiscalía Regional y a las fiscalías locales, así como la debida atención de las víctimas  y demás intervinientes

Presentar, al Fiscal nacional, un informe, al menos una vez al año, sobre dificultades e inconvenientes y fórmulas para subsanarlos.

h).- Emitir opinión respecto de las políticas de persecución criminal.

i).-  Determinar, previa aprobación del Fiscal Nacional, la distribución de los fiscales adjuntos.

j).- Disponer medidas administrativas necesarias que permitan el acceso expedito de las víctimas y demás intervinientes.

k).- Dar cumplimiento a las instrucciones generales impartidas por el Fiscal Nacional.
l).- Rendir cuenta una vez al año, durante el mes de enero.
m).- Ejercer demás atribuciones que se contemplen en la LOC o en otra ley orgánica constitucional.

3. Responsabilidades

Los Fiscales Regionales, a diferencia del Fiscal Nacional, tienen, además de responsabilidad civil y penal, responsabilidad administrativa. 

La responsabilidad administrativas es la que nace por el incumplimiento de los deberes y prohibiciones que la LOC impone (Artículo 49). Para el caso de infracción por parte de un Fiscal Regional, se deberá aplicar lo previsto en el artículo 51 por remisión del artículo 52 de la LOC. Es decir, corresponderá al Fiscal Nacional, realizar la investigación y aplicar el procedimiento disciplinario que en resumen consiste en un procedimiento oral y del cual se levanta acta. 

Si se hubiere realizado denuncia, se invitará a declarar al que la hubiere formulado o se le citará, si fuere funcionario del Ministerio Público, y se incorporarán los antecedentes que acompañare. La investigación durará un máximo de 5 días, durante el cual se podrán realizar las diligencias pertinentes y se podrán agregar los documentos que correspondan. Una vez cerrada la investigación, o expirado el plazo, se formularán cargos si procediere, debiendo el inculpado responderlo dentro de dos días, a contar de la fecha de notificación de éstos (no se determina la forma de notificación de los cargos)
.

Si el inculpado ofreciere prueba, se otorgará por el investigador un plazo que no podrá exceder de tres días. Vencido el plazo para hacer los descargos o el probatorio, en su caso, el investigador procederá dentro de los dos días siguientes a emitir un informe que contendrá la relación de los hechos, los fundamentos y conclusiones a que hubiere llegado y formulará al Fiscal Nacional la proposición que estimare procedente. Conocido el informe, el Fiscal Regional dictará dentro de los dos días siguientes la resolución que correspondiere, la cual será notificada al inculpado.

El inculpado que sea fiscal adjunto podrá apelar ante el Fiscal nacional (se omite plazo)
. El plazo para resolver el recurso será de dos días, contados desde la recepción de los antecedentes en la Fiscalía Nacional. Justamente cuando se trata de un inculpado que es Fiscal Regional, no tiene este derecho, según se deduce de lo dispuesto en ella artículo 52 de la LOC.

La resolución definitiva que se pronuncie será informada al denunciante, si lo hubiere (se omite lo que se refiere al inculpado)
.

Por último los plazos que contiene el procedimiento disciplinario, son de días hábiles. 

Las sanciones disciplinarias que se pueden imponer son las siguientes (Artículo 49): 

a).- Amonestación privada.

b).- Censura por escrito.

c).- Multa equivalente hasta media remuneración mensual, por el lapso de un mes.

d).- Suspensión de funciones hasta por dos meses, con goce de media remuneración.

Estas medidas se aplicarán tomando en cuenta los criterios previstos en el artículo 50 inc.1 y que son: la gravedad de la falta, la eventual reiteración de la conducta y las circunstancias atenuantes y agravantes que arroje el mérito de los antecedentes.

En cuanto a la remoción de los Fiscales Regionales, la normativa es la misma que para el caso del Fiscal Nacional, salvo en que aquí la remoción, además del Presidente de la República, la Cámara de Diputados o diez de sus miembros, la puede solicitar el Fiscal nacional (Artículos 80 G de la C.P.R. y 53 de la LOC).

En lo que dice relación con la responsabilidad civil y penal, del mismo modo se aplica igual normativa, salvo en que aquí le corresponde al Fiscal Regional que designe el Fiscal Nacional perseguir la responsabilidad penal, oyendo previamente al Consejo General (46 de la LOC).

IV.C. Fiscales adjuntos 

Los fiscales adjuntos son nombrados por el Fiscal Nacional, a propuesta en terna del fiscal regional respectivo, la que deberá formarse previo concurso público (Artículo 41 de la LOC).

1.- Los requisitos para ser nombrado fiscal adjunto, son (Artículo 42):

a).- Ser ciudadano chileno con derecho a sufragio.

b).- Tener el título de abogado.

c).- Reunir requisitos de experiencia y formación especializada adecuadas para el cargo. 

d).- No encontrarse sujeto a algunas de las incapacidades e incompatibilidades previstas en el Proyecto de LOC.

2. Funciones

A los fiscales adjuntos corresponde ejercer directamente las funciones y atribuciones del M.P. en las causas que conocieren. En realidad son éstos los funcionarios que llevarán materialmente los juicios, salvo excepciones (artículo 44 de la LOC). Los fiscales adjuntos trabajarán dentro de fiscalías locales que desde el punto de vista organizacional son, como lo señala el artículo 38 de la LOC, las unidades operativas de las Fiscalías Regionales, para el cumplimiento de las tareas de investigación, ejercicio de la acción penal pública y protección de las víctimas y testigos.

En cuanto a la ubicación geográfica de las fiscalías locales, serán determinadas por el Fiscal Nacional, a propuesta del Fiscal Regional respectivo. Para determinar la ubicación geográfica y y organización de las fiscalías locales, se dan criterios a lo cuales se debe atender, que son la carga de trabajo, extensión territorial, facilidad de comunicación y eficiencia en el uso de los recursos (artículo 39).

A su turno, la distribución de los casos entre los fiscales adjuntos que trabajan en las fiscalías locales, le corresponde realizarla al Fiscal Regional de acuerdo a las instrucciones que imparta el Fiscal Nacional. Sin embargo la ley dispone que esa distribución se debe hacer sobre la base de criterios objetivos, y a vía ejemplar menciona los criterios de la carga de trabajo, la especialización y la experiencia (artículo 40). Lo anterior, estimamos, se debe complementar con otros criterios de decisión de distribución de trabajo de causas, como por ejemplo, el de entregar o no, desde el inicio, toda la tramitación, a un fiscal, o dividir de acuerdo a las etapas procesales y sus propias complejidades, el trabajo entre los fiscales de un mismo local, para lo cual parece lógico atender a la magnitud de trabajo de la fiscalía, la magnitud de la fiscalía y la complejidad jurídica de las materias de que se trata.   

3. Responsabilidades

Tienen las tres responsabilidades: penal, civil y disciplinaria. En lo referente a la penal, también se aplican las normas indicadas, pero con la modificación de que aquí es el Fiscal Regional que designe el fiscal regional respectivo, el que persigue la responsabilidad criminal, pero sin la necesidad de escuchar al Consejo General. 

En cuanto a la responsabilidad disciplinaria, también es el mismo procedimiento, pero el que impone la sanción es el Fiscal Regional en primera instancia y al Fiscal Nacional en segunda. Aquí si se otorga el derecho a apelar la resolución definitiva dictada por el Fiscal Regional para ante al Fiscal Nacional (Artículo 51 inc.5 y 52).

En lo que dice relación a la sanción disciplinaria de la remoción del fiscal adjunto, la LOC prevé causales taxativas que la justifican:

1).- Incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.

2).- Falta de probidad, vías de hecho, injurias o conducta inmoral grave, debidamente comprobadas.

3).- Ausencia injustificada a sus labores, o sin aviso previo, si ello significare un retardo o perjuicio grave para las tareas encomendadas.

4).- Incumplimiento grave de las obligaciones, deberes o prohibiciones.

Como se ve, las causales de remoción de los fiscales adjuntos son bastantes más amplias que las del Fiscal Nacional y fiscales regionales, que no contemplan las de los números 2, 3 y 4. 

El procedimiento es el mismo que para la imposición de las demás sanciones disciplinaria. En el Proyecto aprobado por la Cámara se establecía un procedimiento especial distinto

IV.d. Inhabilidades, incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones

En cuanto a las inhabilidades, se aplicarán las implicancias y recusaciones del Código Procesal Penal, a través de mecanismos muy semejantes a los jurisdiccionales. Se trata en los artículos 54 a 59 (Título IV). Para un mayor detalle revisar estas disposiciones.

El título V de la LOC, comienza tratando de la incapacidad en su artículo 60, el que hace aplicable a los fiscales, las inhabilidades para desempeñarse como jueces. Recordemos que esta es una de las causales de remoción.

El artículo 61 y 62 de la LOC, contienen las incompatibilidades. La primera se refiere a los vínculos de parentescos que no pueden existir entre dos funcionarios del M.P. y el segundo, se refiere a la incompatibilidad del cargo de funcionario del M.P. con cualquier otro empleo remunerado, salvo las seis horas semanales de docencia que le permite.

El artículo 63 y 64 contiene las prohibiciones a que están afectos los funcionarios del M.P., y que son:

a).- Ejercer la profesión de abogado, salvo que estén involucrados directamente   intereses propios, los del cónyuge y parientes cercanos.

b).-  Intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que tengan interés personal o en que lo tengan el cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consaguinidad en la línea recta o quienes se encuentren vinculados a él por  adopción.

c).- Comparecer, sin previa comunicación a su superior jerárquico, en los Tribunales de Justicia como parte personalmente interesada, testigo o perito, respecto de hechos que hubiere tomado conocimiento en el ejercicio de sus funciones, o declarar en procedimiento en que tengan interés el Estado o sus organismos.

d).- Efectuar actuaciones que priven al imputado o a terceros del ejercicio de los derechos que la Constitución asegura, o lo restrinjan o perturben, sin autorización judicial previa
; someter a tramitación innecesaria o dilación los asuntos confiados a su conocimiento resolución, o exigir documentos o requisitos no establecidos en las disposiciones.

e).- Solicitar, hacerse prometer, aceptar o recibir cualquier tipo de pago, prestación, regalía, beneficio, donativo, ventaja o privilegio, de cualquier naturaleza, para sí o para terceros, de parte de cualquier persona, natural o jurídica, con la que deben relacionarse en razón del desempeño de sus funciones.

f).- Ocupar tiempo de jornada o utilizar personal, medios materiales, o información del

M.P. para fines ajenos a los institucionales.

g).- Usar su autoridad o cargo con fines ajenos a sus funciones.

h).- Tomar, en las elecciones populares o en los actos que la precedan, más parte que la de emitir su voto personal; participar en reuniones, manifestaciones u otros actos de carácter político, o efectuar cualquiera actividad de la misma índole dentro del M.P. 

i).- Proporcionar información relativa a las diligencias de investigación criminal o a otras actuaciones específicas que no sean públicas, de las que conozcan en el ejercicio de sus funciones o por cualquier motivo, en su desempeño en el M.P. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de lo señalado en el Código Procesal Penal.

j).- Incurrir, a sabiendas, en alguna causal de inhabilitación, o permitir que incurran en ella su cónyuge o alguno de los parientes que pueden generarlas. 

Todas las incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones, previstas en la ley para los fiscales regirán también para el Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales, pero se les aplicará de acuerdo al procedimiento establecido en la Constitución. Además es aplicable a los funcionarios del M.P., salvo lo dispuesto en el artículo 62 que no es aplicable a los administrativos y auxiliares (Artículo 65).

V. Control Jurisdiccional

La actividad de los fiscales durante la investigación está sujeta a control jurisdiccional. El más importante de ellos, es el que le corresponde desarrollar a los jueces de garantía de la instrucción en la protección de los derechos de los intervinientes. Actúan como verdaderos jueces de garantía. En este sentido se entiende la disposición del artículo 80 A, inc. 3º de la C.P.R, 96 del Proyecto de C.P.P. y la del artículo 63 letra d de la LOC que se refiere a que si bien los fiscales tienen la dirección de la investigación y que para ello se le faculta para desarrollar todo tipo de actuaciones, éstas deberán quedar supeditadas a la autorización del juez en caso que priven, restrinjan o perturben los derechos individuales de los intervinientes.  

Además se prevén otros múltiples controles específicos, entre los cuales destacan:

El que se refiere a la facultad de no iniciar la investigación por parte del fiscal y la posibilidad de la víctima, a través de la querella, de provocar la intervención del juez, y si acoge a tramitación la querella, obligar al fiscal a investigar (artículo 241 y 243 del Proyecto de C.P.P.).

Otra manifestaciones del control jurisdiccional se encuentra en el archivo provisional de la investigación por el fiscal. La víctima puede interponer una querella, que admitida por el juez, genera la obligación para el fiscal, de investigar (artículo 242 y  243 del Proyecto de C.P.P.).

Lo mismo sucede con la formalización de la instrucción que se es la manifestación que el fiscal hace ante el juez  de garantía, de estar realizando una investigación contra el imputado. Su efecto esencial es la formalización del control del juez de garantía, algunos han dicho que marca la judicialización de la instrucción. Provoca la declaración judicial del imputado y desde ahí se pueden realizar las diligencias que signifiquen conculcación o limitación de las garantías y derechos fundamentales, pues para ello se requiere autorización del juez (artículo 303 y 304 del Proyecto de C.P.P.).

A su vez en las soluciones alternativas y el procedimiento abreviado también existe control. En el caso de la suspensión condicional, se propone por el fiscal (con acuerdo del imputado) al juez, para que la conceda (si procede) e imponga las condiciones a que se debe someter el imputado (artículos 311, 312 del Proyecto de C.P.P.). El procedimiento abreviado, también es propuesto por el fiscal al juez de garantía quien lo concederá o no, según corresponda, verificando que el imputado acusado, de su consentimiento al procedimiento en forma libre y voluntaria, entendiendo los términos del acuerdo y con conocimiento de su derecho a un juicio oral (466 y ss. del Proyecto de C.P.P.). Además en ambos casos debe escuchar a la vícitimas y/o querellantes (y actores civiles en el caso del procedimiento abreviado). Por último en lo referente a los acuerdos reparatorios, es el juez el que los aprueba verificando que los delitos recaigan sobre bienes jurídicos disponibles y que dicho acuerdo entre imputado y víctima se haya realizado en forma libre y con pleno conocimiento de sus derechos (artículos 315 y 316 del Proyecto de C.P.P.). 

Asimismo, existe un fuerte control sobre la investigación del fiscal en la facultad del juez de garantía de ordenar la ampliación de la investigación una vez cerrada ésta. Lo que hace el juez es ordenar diligencias precisas que les soliciten el imputado y el querellante requeridas durante la investigación al fiscal y rechazadas por éste (artículo 327 del Proyecto de C.P.P.).

Otro tanto ocurre en el sobreseimiento. Efectivamente, en el sobreseimiento le cabe al juez un importante rol de control. El fiscal le debe solicitar a aquel, que dicte sobreseimiento, quien para decidir deberá citar previamente a una audiencia a todos los intervinientes. 

En fin, en la apertura del juicio oral, también corresponde al juez de garantía un papel cautelar, según emana de lo dispuesto en el artículo 341 del Proyecto de C.P.P., especialmente en lo que se refiere a la depuración de la prueba.

VI. Comento a las principales funciones del M.P. en el proyecto de C.P.P.

Párrafo 2° del Título V, Libro I.

La primera disposición es la del artículo 93, que se refiere a las dos principales funciones del Ministerio Público.

Artículo 93 “Función. Los fiscales del ministerio público ejercerán  y sustentarán la acción penal pública en la forma prevista por la ley. Con ese propósito practicarán la investigación fiscal preparatoria y dirigirán las actuaciones de la policía”.

Como vemos, el proyecto da especial relevancia a la función de ejercicio de la acción penal y la de dirección de la instrucción, lo que resulta concordante con el mensaje que señala: “El sistema propuesto concibe a la instrucción como una etapa de preparación del juicio, en que una de las partes, el fiscal, con el auxilio de la policía y otros organismos especializados, debe investigar el hecho denunciado y recolectar los medios de prueba que, en el momento oportuno, utilizará para respaldar su acusación frente al tribunal que debe dictar el fallo”. Más adelante el mensaje agrega: “La actividad del fiscal, durante la instrucción se caracteriza por su informalidad, se lo faculta para desarrollar las diligencias que resulten técnicamente apropiadas para el esclarecimiento de los hechos y la determinación de las responsabilidades debiendo llevar un registro sencillo de sus actuaciones. Se propone una regulación muy precisa de la forma en que los organismos policiales deberán prestar su auxilio al ministerio público en el desarrollo de estas tareas”
.
Estas dos funciones son las más importantes, también en el Derecho comparado, así tenemos que tanto el Código Modelo como el de Córdoba, en sus artículos 68 y 71, respectivamente, contienen una norma equivalente. Normas que son las inspiradoras de la del Proyecto, según lo reconoce el propio texto del Proyecto aprobado por la Comisión de la Cámara de Diputados (contiene la referencia a las dos disposiciones indicadas, al fin del artículo pertinente).

La disposición del Proyecto que alude en primer término a la función de ejercer y sustentar la acción penal pública, debe ser debidamente concordada con las disposiciones que le otorgan al M.P. la facultad de deducir la acusación, acto con el cual se concreta dicha función (Artículo 347 Proyecto original y 329 del aprobado por la Cámara).

“Cierre de la investigación fiscal. Practicadas las diligencias que hubiere considerado necesarias para la investigación del hecho punible y sus autores, cómplices o encubridores, el fiscal declarará cerrada la investigación y podrá, dentro de los diez días siguientes:

a).- Solicitar el sobreseimiento definitivo o temporal de la causa; o

b).- Formular la acusación cuando estimare que la investigación proporciona fundamento serio para el enjuiciamiento del imputado contra quien se hubiere formalizado la instrucción”.

Estas disposiciones contenidas en las disposiciones citadas que se refiere a la facultad de investigación y acusadoras (instrucción), se debe relacionar con una serie de normas que van conjugando y estableciendo una variedad de instrumentos e instituciones que dicen relación o son manifestación de la potestad persecutoria. Así tenemos el artículo 257 del Proyecto ( 241 del aprobado por la Cámara), que se refiere al archivo provisional, que puede ordenar el fiscal. Es decir, la facultad que tiene el fiscal de no seguir adelante con la investigación cuando no existan antecedentes suficientes que permitan llegar al esclarecimientos de los hechos. También, como manifestación de potestad potestades, están las normas de los artículos 258 (242 del aprobado por la Cámara y la del 260 (244 del aprobado por la Cámara), que se refieren a la facultad de no investigar y al principio de oportunidad, respectivamente. La primera consiste, justamente como su nombre lo indica, en la facultad que tiene el fiscal de no investigar, cuando el hecho denunciado no fuere delito o cuando los datos que se suministran en ella permitan concluir que la responsabilidad penal se halla extinguida y la segunda es el ejercicio del principio de oportunidad, esto es, en la facultad del fiscal de no iniciar la investigación o abandonar la ya iniciada, cuando se tratare de un hecho insignificante o que no comprometiere gravemente el interés público.

Por último, la importantísima norma del artículo 269 del Proyecto (253 del aprobado por la Cámara) versa sobre las actuaciones de la instrucción en que se le otorga al M.P. la amplia facultad de realizar las diligencias que sean necesarias para el esclarecimiento de los hechos.

VI.a. Límite al ejercicio de las facultades del M.P.

A pesar de lo dispuesto en el artículo 269 (253), el ejercicio de la facultades del M.P., reconoce limitaciones.

La primera de ellas es la contenida en el artículo 94 del proyecto, que consagra el principio de objetividad:

“Objetividad. En el ejercicio de su función, los fiscales del M.P. adecuarán sus actos a un criterio objetivo, velando únicamente por la correcta aplicación de la ley. De acuerdo con ese criterio, deberán investigar con igual celo no sólo los hechos y circunstancias que funden o agraven la responsabilidad del imputado, sino también lo que eximan de ella, la extingan o atenúen”.

Se aprecia que la norma, en su segunda parte, no es más que una adaptación de nuestro vigente artículo 109 del C.P.P. que es aplicable al juez del crimen a quien se le exige un desdoblamiento psicológico y la más absoluta imparcialidad. En cambio, la primera parte, tiene su paternidad en el artículo 69 del Código Procesal Penal para Iberoamérica que se refiere precisamente al criterio de objetividad que debe observar el Ministerio Público en el ejercicio de sus funciones. “Objetividad. En el ejercicio de su función, el Ministerio Público adecuará sus actos a un criterio objetivo, velando únicamente por la correcta aplicación de la ley penal. Deberá formular los requerimientos e instancias conforme a este criterio, aún en favor del imputado”. 

Ya no hemos referido a las diferencias entre un concepto y otro y al modo como consideramos debe ser interpretado el principio de objetividad y las diferencias que ello implica con el de imparcialidad aplicable a los jueces
.

La segunda limitación consiste en el respeto a los derechos individuales, que está contenida en el artículo 96 del Proyecto de C.P.P. y además en el artículo 63 letra d de la LOC, que la consagran como una prohibición expresa de efectuar actuaciones que priven, restrinjan o perturben los derechos constitucionales, sin autorización judicial. Estas disposiciones por lo demás es concordante con la norma del artículo 5 inciso 2° de la C.P.R., que dispone que el ejercicio de la soberanía expresada mediante los órganos del Estado reconoce como limitación los derechos individuales (esenciales). El M.P. es un órgano del Estado, por lo que también le es aplicable el artículo 5 inciso 2°.

VII. Relación M.P y policía

Párrafo 3°, Título V, Libro I.

El Proyecto de C.P.P. ha ubicado a la policía dentro del Título V que trata de los sujetos procesales, aunque en realidad, su función, lo hace claramente definible como un órgano auxiliar del M.P.

VII.a. Naturaleza
Se puede decir que existe un consenso absoluto entre todos los autores y las legislaciones, en considerar a la policía como un auxiliar del M.P., por lo que no cabe duda que no es un sujeto procesal.

Carlos Rubianes siguiendo muy de cerca a Vélez Mariconde, señala: “En el proceso penal aparece la policía, por cuyo motivo se prefiere ubicarla aquí (dentro de los sujetos procesales), a pesar de no ser sujeto procesal, pero sí tener importante papel colaborador y auxiliar del juez, en la instrucción sumarial, y en el desarrollo ulterior del juicio”
.

Parece que nuestro Proyecto siguió la opinión de Rubianes y decidió tratarla dentro de los sujetos procesales aun cuando queda claro que no lo estima como tal, según consta en el primer artículo del título respectivo, donde se establece que la policía es un órgano auxiliar del M.P.

En el plano del Derecho comparado también existe una total concordancia en darle a la policía la calidad de órgano auxiliar. Tenemos el Código de la Capital federal de Argentina, el de Buenos Aires, de Córdoba, Código Modelo, entre otros. Este último, incluso destina el Párrafo del Título 2° para los auxiliares de los sujetos procesales.

VII.b. Funciones de la policía     

La primera disposición que contiene el párrafo 3° que trata sobre la policía, es el artículo 99 que se refiere a la función de la misma en el procedimiento penal.

Artículo 99 “Función de la policía en el procedimiento penal. Los agentes de la Policía de Investigaciones de Chile serán auxiliares del ministerio público para llevar a cabo las diligencias de instrucción y deberán, por iniciativa propia o por orden del ministerio público, investigar los hechos punibles de acción pública y aquellos que dependan de instancia privada cuando corresponda, individualizar y reunir los antecedentes útiles que habrán de servir de base a la acusación o para determinar el sobreseimiento. Asimismo, les corresponderá ejecutar medidas de coerción que el ministerio decrete.

La misma función deberá ser cumplida por Carabineros de Chile en los lugares en que no exista Policía de Investigaciones y, aun existiendo, cuando el fiscal a cargo del caso así lo resuelva.

Si el delito es de acción privada, los funcionarios de la policía no practicarán diligencias de investigación, salvo orden judicial previa”.

De la disposición transcrita se desprende que la policía tiene una función genérica, cual es, la de auxiliar del ministerio público. Y varias funciones específicas que emanan de la primera.

Las funciones específicas, son : 

a).- Investigar los hechos punibles de acción pública.

b).- Investigar los hechos punibles de acción privada, cuando proceda ( con orden judicial expresa).

c).- Ejecutar medidas de coerción.

VII.c. Superintendencia o dirección del M.P. sobre la policía  

Comenzaremos refiriéndonos a la normativa del Proyecto del ejecutivo, que luego fue modificada por la Cámara de diputados. 

En razón de la calidad de auxiliar del M.P., el Proyecto sometía a la policía, a la superintendencia de aquélla (dirección para la Cámara de Diputados). Esto se consagra en diversas disposiciones. Veamos las principales que se contienen en los artículos 100, 102 y 103
. 

Superintendencia del M.P. El artículo 100 del proyecto se institula “Superintendencia del ministerio público”, señalando que los funcionarios policiales que cumplen tareas previstas en el Código (Proyecto), quedan, en su ejecución, bajo la superintendencia del Ministerio Público (dirección según la Cámara).

Art. 100 “Superintendencia del ministerio público. Los funcionarios policiales que cumplan funciones previstas en este Código ejecutarán sus tareas bajo la superintendencia directa del ministerio público y deberán ejecutar sus órdenes, sin perjuicio de su respectiva dependencia de las autoridades de la institución a que pertenecieren.

También deberán cumplir las órdenes que para la tramitación del procedimiento dirijan los jueces con competencia en lo criminal.

El Ministerio Público supervisará el correcto cumplimiento de la función judicial de la policía. El Fiscal Nacional podrá impartir instrucciones generales en lo relativo a dichas funciones, cuidando de respetar su organización administrativa”.

En este sentido el inciso 3° de la disposición que contenía inicialmente el Proyecto, otorgaba al Ministerio Público, la importante facultad de supervisar el cumplimiento de la función judicial por parte de la policía. Y otorgaba al Fiscal Nacional la facultad de impartir instrucciones generales a la policía, cuidando de respetar su organización administrativa.

El artículo 100 en comento, sufrió importantes modificaciones en la Cámara de Diputados. En primer lugar, se modificó la institulación de “Superintendencia” a “Dirección” del Ministerio Público. Y lo más importante, se suprimió el inciso 2° que contenía la supervisión del correcto cumplimiento de la función judicial por la policía; conjuntamente con la facultad del Fiscal Nacional de impartir instrucciones generales, norma que se relacionaba con la que tiene el Proyecto del ejecutivo en el artículo 101 inciso 2° y que también se suprimiera por la Cámara.

En síntesis la Cámara morigeró las facultades del M.P. sobre la policía. Se le resta la supervisión del desempeño de las funciones de la policía y la facultad de dictar instrucciones generales en ese ámbito, lo que aseguraba un verdadero sometimiento de las funciones de la policía a los criterios del 

Ministerio (Fiscal Nacional). 

A lo anterior hay que agregar que en el Proyecto original se otorgaba, al Fiscal Nacional, poder disciplinario sobre la policía, sin embargo, como resultado de la voluntad de suavizar el sometimiento institucional de la policía al M.P., también se eliminó el art.106, que contenía esa potestad. 

El artículo 100 propuesto por la Cámara, es el siguiente: “Dirección del ministerio público. Para efectos de la instrucción, los funcionarios policiales que, en cada caso, cumplan las funciones previstas en este código, ejecutarán sus tareas y las órdenes que se le encomienden bajo la dirección y responsabilidad del ministerio público, sin perjuicio de su respectiva independencia de las autoridades de la institución a que pertenecieren.

También deberán cumplir las órdenes que para la tramitación del procedimiento les dirijan los jueces con competencia en lo criminal”

· Obligación de informar. 

El artículo 102 inciso 2° del Proyecto contempla la obligación de informar.

La policía debe informar al M.P. de la investigación a que dieren inicio. Esta norma se encuentra comprendida en otras legislaciones, como la del Código de Córdoba, en su artículo 326 y el Código de El Salvador, en su artículo 249.

Artículo 102 “Obligación de informar al ministerio público. Los funcionarios de la policía informarán inmediatamente al ministerio público de cualquier investigación a la que dieren inicio”.

· Dirección de la Investigación

El inciso 2° del artículo 102 y el artículo 103 del Proyecto contiene la función directiva que le cabe al Ministerio Público, en la investigación de la instrucción. El artículo 102 inciso 2° dispone que es el fiscal quien, luego de ser informado de conformidad al inciso 1°, debe instruir a la policía acerca de la forma de proceder en la investigación.

Artículo 102 inciso 2° “Una vez informado, el fiscal instruirá a la policía y podrá delegar en ella algunas de sus funciones”.

En íntima relación con el artículo anterior se halla el artículo 103 del Proyecto, que dispone que el fiscal que dirija la investigación o el Fiscal Nacional, en cualquier momento le podrán requerir a la policía, actuaciones o señalarles plazos.

Artículo 103 “Solicitud de actuaciones y plazos. El fiscal que dirija la investigación o el Fiscal nacional podrán requerir en cualquier momento las actuaciones de la policía  o señalarles plazos”.
A modo de conclusión
Como se puede apreciar a lo largo del trabajo que se presenta y como se dijo en la introducción del mismo, nos hallamos ante una verdadera reformulación de la justicia criminal. El cambio es total, pues se funda en principios y concepciones jurídicas diametralmente opuestas que quedan de manifiesto al estudiar la normas que darán vida dentro de poco al nuevo sistema. En ese contexto el rol que le cabe desempeñar al M.P. es formidable, su existencia supone superar el vicio estructural aberrante de la concentración de funciones, nota distintiva de nuestro retardatario sistema inquisitivo. Esta verdadera deformidad jurídica, como es de sobra conocido, acarreaba - y acarrea aún - una serie de otros males propios de estos sistemas, que atenta contra elementos tan esenciales, aun para el estado de derecho, como la pérdida de imparcialidad del órgano juzgador y la posibilidad de una real de defensa. 

Por estas y por otras razones que no se tocan porque exceden los límites de este trabajo, es fundamental la forma de concebir al órgano que tendrá la función de dirigir la investigación y la titularidad y sustentación de la acción penal. En efecto, el diseño del M.P. debe dar lugar a un organismo auténticamente autónomo, que pueda con entera autodeterminación cumplir con sus funciones, sin hallarse entrampado en los círculos de poder y presión, por eso es fundamental la consagración de la autonomía a nivel constitucional del M.P. y el tratamiento de la normativa a que se hallará sujeta en su ley orgánica.

Del mismo modo es fundamental asegurar formas de generación de sus autoridades máximas (Fiscal nacional y fiscales regionales), en que intervengan todos los poderes del estado, un sistema mixto, pues asegura una dispersión de la concentración de influencias que eventualmente puede ser objeto el M.P.

Por último cabe resaltar los principios orientadores de las funciones y atribuciones a que se deberá someter. Como se sabe el M.P., tiende a transformarse en un organismo poderoso, con enormes recursos humanos y materiales y un nutrido catálogo de atribuciones, siendo entonces, esencial, tener un núcleo fuerte de principios rectores del actuar ministerial, para que se encause siempre dentro del derecho y con pleno respeto a las garantías fundamentales que todo ejercicio legítimo del poder supone. Desde esta perspectiva fundamental resulta, a nuestro juicio, el reconocimiento de la objetividad como principio, lo que impedirá convertir la función ministerial en un ejercicio despiadado y arbitrario de un cúmulo de atribuciones de persecución en contra del imputado. 

Asimismo el principio de la responsabilidad, es también fundamental en la concepción de órgano ministerial que debe representar los legítimos intereses colectivos, de la comunidad. Aquí tenemos el tratamiento de las responsabilidades que tienen los fiscales. Un sistema rápido y expedito, como el que se prevé en el proyecto de LOC del M.P. para perseguir responsabilidades tanto disciplinaria, como civil y penal es imprescindible para cautelar en la forma debida la probidad de los fiscales. Quizá en este punto sea cuestionable la falta de responsabilidad disciplinaria, que consagra la LOC, para el Fiscal Nacional - el fundamento para eximirlo de dicha responsabilidad es la autonomía del M.P. y, él, como su máxima autoridad no debiera hallarse sujeto a otra en calidad de funcionario - Sin embargo, el problema no se resuelve tan fácil, pues tampoco se le aplica el juicio político a que se hallan sujetos por regla generalísima la casi totalidad de las altas autoridades, aunque sean autónomos. No obstante, en defensa de la LOC se puede contra argumentar que la posible falta de control sobre su desempeño funcionario se atenúa por la existencia de un procedimiento de remoción que es aplicable para todos los fiscales, también para el Fiscal nacional.      

Analizados todos estos elementos, estimamos en síntesis, que el diseño del M.P. tanto en la Constitución Política como en la LOC es bastante coherente en lo que se refiere a la creación de un órgano que tenga a su cargo la dirección de la investigación criminal. Existe un equilibrio entre atribuciones y responsabilidades y controles, y, al mismo tiempo una adecuada consagración de principios, lo que servirá para obtener una correcta implementación de la reforma procesal penal en Chile.

� Silva Cimma se refiere en forma genérica a “entes autónomos”, cuando alude a aquellas personas jurídicas de derecho público con patrimonio propio, refiriéndose a las instituciones o servicios de diversa índole, que crea el legislador para satisfacer una función pública con autonomía más o menos amplia de la administración del estado. Véase la obra “Derecho Administrativo chileno y comparado”, pág 165 y 166, Edit. Jurídica de Chile, Santiago, 1.995.


� Ibáñez Andrés, Perfecto, “El Ministerio Fiscal entre el viejo y el nuevo proceso”, pág. 114, en VV.AA, la Reforma Procesal Penal, Edit. Tecnos, Madrid, 1.990.


� Ibid. op. cit.


� Montes, Andrés, Seminario de grado Sobre el Ministerio Público, p. 92, UDP.


� Lógicamente en un sistema presidencialista el ejecutivo tiene incontrarrestables poderes lo que haría aun más peligroso que el M.P. fuera un órgano bajo su control. Esta es la diferencia con países que si bien adoptan este modelo tienen otras formas de gobierno más equilibrada y que prevén formas de freno y contrapeso, como el caso del sistema Francés (semipresidencial) o el Alemán (sistema parlamentario). Véase al respecto a Montes, Andrés, Op. cit. p. 91.


� Montes, Andrés, op. cit. p. 87.


� Montes, Andrés, op. cit. p. 86.


� Bustos, J, Op. Cit., pág. 213. Es necesario señalar, además, que el sistema de nombramiento en que intervienen todos los poderes del estado, es el que adopta la de LOC.


� Véase Informe citado, sobre el Proyecto de LOC, pág 42, Boletín Nº 2152-07-01, 1.999.


� Así se expresó en el Informe de discusión general de la Cámara de diputados, Boletín Nº 2152-07-01, pág 43, 1.999. Opinión contraria sustenta el Senador Silva Cimma, expresada en la discusión general del Proyecto de LOC en el Senado. Véase Diario de Sesiones del Senado, Legislatura Extraordinaria, Nº339, 28 de Marzo de 1.999


� Exposición de motivos, pág. 302. Inserto en “Derecho Procesal Penal”, de J. Maier.


� Véase Soto, Miguel, Ministerio Público y Política Criminal, en Revista de Ciencias Penales, CPU, p. 217 y ss. Chile, Santiago, 1.994. 


� Véase Rusconi, Maximiliano, Reforma del Sistema de Enjuiciamiento, Ministerio Público y Relaciones entre Juez y Fiscal, en Revista Prudentia Iuris Nº50, 1.999, p. 159-169, Argentina Buenos Aires.


� Algunos trabajos que desarrollan esta idea son el de Eser, Albin, Acerca del Renancimiento de la Víctima en el Procedimiento Penal, Traducción de Guariglia, Fabrizio y Córdoba, Fernando, Separata UDP; Cafferata Nores, José, Perfil Funcional del Ministerio Público Fiscal en la Nueva Legislación Argentina, Edit. Revista Prudentia Iuris, pp. 53-73, Nº50 Agosto 1999, Buenos Aires, Argentina; Bustos, Juan y Larraruri, Elena, Victimología. Presente y Futuro, Edit. Promociones y Publicaciones Universitarias S.A., 1.993. 


� La misma norma está prevista en el artículo 109 del vigente C.P.P., aplicable al juez.


� En este sentido existen numerosas opiniones de autores, entre ellos tenemos a Manzini, Gómez Orbaneja y Herce Quemada. Estos últimos señalan que el M.F. “En su calidad de autoridad pública, está obligado, tanto en el sumario como en el juicio, a tener en cuenta de las circunstancias así adversas como favorables al presunto culpable. El M.F. es un órgano público instituído por el Estado en función de la justicia ( y no del mero interés gubernativo), en Op. Cit., pág 70.


� Las funciones indicadas en las letras a, b y c son, sin duda, las de la esencia del Ministerio Público y de mayor relevancia. Así, además, lo expresó Rafael Blanco, en la discusión general de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, sobre el Proyecto. Informe, pág 3, Boletín Nº 2.152-07-02, 1.999. 


� Además, el principio de objetividad, a nuestro juicio, actúa como un verdadero límite en el ejercicio de las facultades del M.P. Es la obligación de proceder con miras a la honesta y justa aplicación del Derecho.


� En el sistema Americano en este punto existe la obligación por parte de la fiscalía, de revelar determinada evidencia, esta es la que se denomina la evidencia brady y el material rosario, cosa que será fundamental para el planteamiento de la defensa durante el juicio oral. La evidencia brady se refiere al material probatorio favorable al imputado y el material rosario, es el material inculpatorio. Véase en esta materia a Baytelman, Andrés, en “La fiscalía del Crimen del Bronx”, Revista Pena y Estado, Nº2, Editores del Puerto, Buenos aires, 1.997.


� Véase la nota que aparece en el texto del Proyecto de C.P.P., aprobado por la Cámara de Diputados, anexo Boletín Nº1630-07-01, 1.998, que señala que se tuvo esta disposición indicada como fuente de la redacción de los artículos que consagran el principio de objetividad.


� Véase Mensaje Presidencial sobre normas adecuatorias al proyecto de C.P.P. y LOC del M.P., Boletín Nº 2217-07, 1.998 e Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, Sesión 11º, 03-11-1.998.


�Un punto delicado en el debate parlamentario y extraparlamentario, fue el de las responsabilidades, en particular las de carácter administrativas, en cuanto no se contemplaban sanciones importantes para los fiscales. Más grave aún era el caso del Fiscal Nacional que directamente no tenía responsabilidad administrativa, y tampoco se encuentraba sujeto a juicio político. Véase en este punto el Informe de la Cámara de Diputados, Boletín Nº2152-07-01 y del Senado, en Boletín Nº2152-07-02,  1.999.


� Véase Informe de la Comisión Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados, Boletín N° 2152-07-


� Este requisito se acredita con la inscripción en el Registro Electoral.


� La función indicada en la letra a) corresponde a la más relevante de las otorgadas al Fiscal Nacional, y además revela la calidad de órgano superior dentro de la estructura del M.P. Ver en este sentido la opinión de R. Blanco en Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, pág 5, Boletín Nº 2.152-07-02, 1.999. 


� Si bien este artículo no lo dice expresamente, se concluye que el Fiscal Nacional no tiene responsabilidad disciplinaria, pues esta se hace efectiva por la autoridad superior y el Fiscal Nacional es la máxima autoridad del M.P. No hay otra sobre él.


� El art. 51 inc.3 omite la forma de notificación de los cargos.


� La norma del artículo 51 inc.7, incurre en la omisión de no determinar el plazo para deducir apelación.


� El artículo 51 inc.8, no indica el tipo de notificación de la resolución definitiva para el inculpado.


� Un procedimiento brevísimo que consistía en lo siguiente: El Fiscal Regional debía notificar la solicitud de remoción al fiscal adjunto, el que tenía un plazo de diez días desde dicha notificación para hacer los descargos pertinentes. Recibidos éstos ( si se presentaban dentro de plazo) por el fiscal regional, debía remitirlos conjuntamente con la solicitud de remoción al Fiscal Nacional, el que resolvía, previa audiencia del fiscal afectado, debiendo fundar la resolución que acogía la solicitud de remoción (Artículo 43 del proyecto de LOC). La norma no imponía la obligación de fundamentos, a la resolución que rechaza la solicitud de remoción, lo que a nuestro juicio era un conveniente, porque se podría haber dado el caso que el Fiscal Nacional no removiera a un fiscal adjunto habiendo mérito para ello, por razones ilegítimas.


� Esta disposición es una consagración normativa más -aquí como prohibición- del límite a las facultades del M.P. Esta misma norma aparece en el artículo 96 del Proyecto de Código Procesal Penal.


� Mensaje, pág. 19 y 20.


� Véase apartado III.a, p. 5 y  6.


�Rubianes, C.,  “Elementos del Proceso Penal”, pág. 9., citado por  del Río, Carlos  y Rojas, Francisco, De La Reforma Procesal Penal. En Especial de la Etapa de Instrucción e Intermedia”, p. 177, Edit. Jurídica Conosur, 1.999. Este autor señala que la policía es auxiliar y colaborador del juez, porque se mueve dentro del supuesto de un juicio inqusitivo reformado en donde es el juez instructor el que dirige la investigación, y no el M.P., como es el caso  de la reforma chilena que consagra un sistema acusatorio.


� La primera de estas disposiciones sufrió serias modificaciones en la Cámara de Diputados,  que también comentaremos.


� Estas modificaciones de criterios fue el resultado de presiones de los órganos policiales que vieron en la superintendencia y el poder disciplinario una amenaza a la unidad y orden jerárquico de las mismas. Véase Diario de Sesiones del Senado, Legislatura Ordinaria, nº338, 1.998, pág. 1.690.
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